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VOTO DISIDENTE DEL JUEZ M. BENNOUNA 

 

Competencia de la Corte - Consentimiento de las Partes a la luz del Estatuto y la jurisprudencia consistente 

de la Corte - Interpretación del párrafo 2 del artículo IV del Acuerdo de Ginebra ⎯ Dos alternativas 

previstas en el párrafo 2 del artículo IV - Objeto del controversia - Poder delegado por las Partes al 

Secretario General en virtud del artículo IV, párrafo 2. 

 

1. Para mi pesar, voté en contra de la decisión de la Corte de que tiene competencia para conocer 

de la Demanda por la que se inició el proceso interpuesto por Guyana el 29 de marzo de 2018 

contra Venezuela en relación con el Laudo Arbitral de 3 de octubre de 1899. Es verdad que la 

administración de justicia en este caso fue difícil, en particular porque una de las Partes, 

Venezuela, no ha comparecido. Pero esta era una razón más para que la Corte se mantuviera 

alerta para garantizar que ambas Partes hayan consentido clara e inequívocamente en su 

jurisdicción (Ciertas Cuestiones de Asistencia Mutua en Asuntos Penales (Djibouti v. Francia), 

Fallo, Reportes de la CIJ 2008, pág.204, párr. 62). A este respecto, el acuerdo de las Partes debe 

estar bien establecido, aunque <<ni el Estatuto ni el Reglamento exigen que este consentimiento 

se exprese de ninguna forma en particular>> (Corfu Channel (Reino Unido v. Albania), 

Excepción preliminar, Sentencia, 1948, Reportes de la ICJ 1947-1948, pág.27). Sin embargo, en 

este caso, la situación es exactamente la opuesta, en la medida en que el texto en el que se basa 

Guyana como base para el consentimiento de las Partes muestra claramente que no tenían la 

intención de conferir competencia a la Corte para resolver su controversia simplemente a petición 

de uno de ellos. 

 

2. De hecho, el artículo IV del Acuerdo de Ginebra de 17 de febrero de 1966 establece que, si las 

Partes no llegan a un acuerdo sobre uno de los medios de solución de controversias previstos en el artículo 

33 de la Carta de las Naciones Unidas, remitirán esa elección al Secretario General de las Naciones Unidas. 

Según el párrafo 2 del artículo IV, 

 

<<[S]i los medios así elegidos no conducen a una solución de la controversia. . . el Secretario General 

de las Naciones Unidas elegirá otro de los medios previstos en el artículo 33 de la Carta de las 

Naciones Unidas, y así sucesivamente hasta que se resuelva la controversia o se agoten todos los 

medios de solución pacífica allí contemplados>>. 

 

3. Este es el texto en el que Guyana se ha basado para considerar que la elección del Secretario 

General de la Corte Internacional de Justicia, en sus cartas de fecha 30 de enero de 2018, le permitió 

atribuirse unilateralmente a la Corte de su litigio con Venezuela sobre la validez jurídica y el efecto 

vinculante del Laudo Arbitral de 3 de octubre de 1899 relativo a la frontera entre los dos países. 

 

4. El texto del artículo IV, párrafo 2, tal como se ha reproducido anteriormente, deja claro que el 

Secretario General está facultado por las Partes para elegir sucesivamente los medios de solución previstos 

en el artículo 33 de la Carta hasta que se resuelva la controversia o hasta que se agoten los medios en 
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cuestión. En este último caso, parecería así que la diferencia sigue sin resolverse, a pesar de que se han sido 

agotado todos los medios para su solución presentados a las Partes por el Secretario General. 

 

5. Consciente de la alternativa prevista en este texto, hice la siguiente pregunta a la delegación de 

Guyana durante las audiencias: 

 

"El artículo IV, párrafo 2, del Acuerdo de Ginebra de 17 de febrero de 1966 concluye con una 

alternativa, según la cual se ha resuelto la controversia o se han agotado los medios de solución pacífica 

previstos en el artículo 33 de la Carta de las Naciones Unidas. Mi pregunta es la siguiente: ¿es posible 

concebir una situación en la que todos los medios de solución pacífica se hayan agotado sin que se haya 

resuelto la controversia?" (CR 2020/5, p. 70; apartado 85 de la Sentencia.) 

 

6. Guyana, después de subrayar que su respuesta fue negativa, se ha limitado a afirmar 

perentoriamente que <<la decisión del Secretario General de seleccionar la resolución judicial como medio 

de solución ⎯ por la propia naturaleza de ese medio ⎯ elimina cualquier posibilidad de que la controversia 

no se resuelva>> (<<Respuesta de la República Cooperativa de Guyana a la pregunta planteada por el Juez 

M. Bennouna el 30 de junio de 2020>>, 6 de julio de 2020, p. 4, párr. 14). 

 

7. Por consiguiente, Guyana ha evitado cuidadosamente dar sentido a la segunda alternativa prevista 

en el artículo IV, párrafo 2, del Acuerdo de Ginebra, mediante el cual se agotan todos los medios de solución 

pacífica con arreglo al artículo 33 de la Carta, incluida la solución judicial. 

 

8. Lamentablemente, la propia Corte Internacional de Justicia, al interpretar el párrafo 2 del Artículo 

IV, no ha permitido que los términos de esta segunda alternativa produzcan plenamente sus efectos, 

apartándose así de <<uno de los principios fundamentales de interpretación de los tratados, confirmada 

sistemáticamente por la jurisprudencia internacional, a saber, la de la efectividad (competencia) >> (Disputa 

Territorial (Jamahiriya Árabe Libia/Chad), Sentencia I.C.J. Informes de 1994, p. 25, párr. 51; véase también 

Plataforma Continental del Mar Egeo (Grecia v. Turquía), Sentencia I.C.J. Informes 1978, p. 22, párr. 52; 

Aplicación de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 

Racial (Georgia v. Federación de Rusia), Objeciones Preliminares, Sentencia I.C.J. Informes 2011 (I), pp. 

125-126, párr. 133). 

 

9. La Corte Internacional de Justicia se ha limitado a señalar que la frase final del artículo IV, párrafo 

2, no pone en entredicho el consentimiento de ambas Partes a la resolución judicial (véase el párrafo 86 de 

la sentencia). Según la Corte, <<una decisión judicial que declare nulo el Laudo de 1899 sin delimitar el 

límite entre las Partes podría no conducir a la resolución definitiva de la controversia, lo que sería contrario 

al objeto y fin del Acuerdo de Ginebra>> (párrafo 86 de la Sentencia). En este caso, sin embargo, la Corte 

ha sido sometido a una controversia específica que surgió en 1962, relativa a la validez del Laudo Arbitral 

de 3 de octubre de 1899, y no a otra disputa diferente, relativa a la delimitación de la frontera de tierras 

entre los dos Estados, que había surgido en el siglo XIX y se resolvió con efecto de res judicata (cosa 

juzgada) por el Laudo Arbitral de 3 de octubre de 1899. E incluso si la Corte constatase que el Laudo de 

1899 no es válido, correspondería a las dos Partes, en cualquier caso, extraer las conclusiones necesarias 

sobre el estado de su frontera y la controversia que todavía existiría entre ellas sobre ese tema. Y 

corresponde a ellos, si es necesario, elegir los medios de solución pacífica de tal controversia. 
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10. Así pues, mediante la integración de estas dos bien diferenciadas disputas, que surgieron en 

diferentes momentos, la Corte Internacional de Justicia ha llegado artificialmente a declararse competente 

en virtud del artículo IV, párrafo 2, del Acuerdo de Ginebra, para atender la solicitud de Guyana <<en la 

medida en que se refiere a la validez del Laudo Arbitral de 3 de octubre de 1899 y a la cuestión conexa de 

la solución definitiva de la diferencia de límites terrestres>> (véase el párrafo 138 , punto (1)). Al hacerlo, 

la Corte Internacional de Justicia ha realizado una interpretación contraria al sentido corriente del artículo 

IV, apartado 2, del Acuerdo de Ginebra, ignorando la alternativa prevista en dicha disposición. Así, ha 

sostenido que, en la primera parte de esta disposición, <<las Partes confirieron al Secretario General la 

facultad de elegir los medios más adecuados para una resolución definitiva de la controversia>>, incluso 

mediante arbitraje y resolución judicial (véanse los párrafos 83-84 y 115). Pero, ¿es esto suficiente para 

inferir, como lo hace sin mayor consideración la Corte, que las Partes han dado su consentimiento a su 

jurisdicción? Sin embargo, esto es lo que hace al concluir que las Partes han dado su consentimiento en 

virtud del párrafo 2 del artículo IV a la resolución judicial, es decir, a la solución por la Corte Internacional 

de Justicia, tal como la eligió el Secretario General. Pero de conformidad con el sentido corriente del párrafo 

2 del artículo IV, los medios de solución previstos en el artículo 33 de la Carta de las Naciones Unidas 

pueden agotarse sin que se resuelva la diferencia. Y eso se aplica a la única controversia en litigio aquí, 

según lo dispuesto en el Acuerdo de Ginebra, a saber, la relativa a la validez del Laudo Arbitral. A este 

respecto, los autores del texto del Acuerdo pretendían conferir al Secretario General la elección de los 

medios previstos en el artículo 33 de la Carta, y no la posibilidad de consentir, en su lugar, la competencia 

de la Corte Internacional de Justicia. 

 

11. Después de un ejercicio formal de interpretación, la Corte concluye que <<<l otorgar al Secretario 

General la autoridad para que eligiera los medios adecuados de solución de su controversia, incluida la 

posibilidad de recurrir a la resolución judicial por la Corte Internacional de Justicia, Guyana y Venezuela 

consintieron su jurisdicción>> (párrafo 115 de la Sentencia). Tal delegación de los dos Estados de su 

facultad de dar su consentimiento a la jurisdicción de la Corte no encuentra una base clara e inequívoca en 

el texto del Acuerdo de Ginebra, que se refiere únicamente a la elección de uno de los medios de solución 

previstos en el artículo 33 de la Carta. En mi opinión, no hace falta decir que la elección de la Corte 

Internacional de Justicia no prescinde del cumplimiento de su Estatuto, que exige el consentimiento previo 

de los Estados a su jurisdicción. De hecho, en la práctica internacional no hay precedentes en los que se 

pueda decir que los Estados hayan delegado a terceros, como el Secretario General, su facultad de dar su 

consentimiento a la jurisdicción de la Corte. ¡Pero no es cualquier delegación la que está involucrada aquí! 

No estaría sujeta a ninguna limitación temporal. Abriría la posibilidad de que el Secretario General de las 

Naciones Unidas, simplemente por carta y en cualquier momento, afirmara el consentimiento de las Partes 

para que su controversia se someta a la Corte simplemente a petición de una de ellas. Fue sólo después de 

más de 50 años, y seis Secretarios Generales más tarde, que el Sr. António Guterres dirigió su carta a ambas 

Partes el 30 de enero de 2018 (reproducida en el párrafo 103 de la Sentencia). Cabe señalar que, al parecer, 

no estaba convencido de que la elección de la Corte Internacional de Justicia abriera automáticamente la 

posibilidad de que una u otra Parte remitiera el asunto directamente a la Corte. De hecho, ofreció a las 

Partes el beneficio de sus continuos buenos oficios, afirmando: <<Si ambos gobiernos aceptan la oferta de 

un proceso complementario de buenos oficios, creo que este proceso podría contribuir al uso de los medios 

seleccionados de solución pacífica>> (párrafo 103 de la Sentencia). Esto seguramente quiere decir que, una 

vez elegidos los medios de solución, las Partes todavía deben aceptar aplicarlo. 

 



4 

 

4 | P a g e  

 

12. La Corte Internacional de Justicia ha preferido basarse en el objeto y fin del Acuerdo de Ginebra, 

que busca una solución definitiva de la diferencia entre las dos Partes, utilizando los medios previstos en el 

artículo 33 de la Carta (párrafos 73 a 74 y 114 de la Sentencia). De ello ha deducido que han delegado al 

Secretario General la facultad de dar su consentimiento en su lugar a la jurisdicción de la Corte Internacional 

de Justicia. Sin embargo, la consecución de tal objetivo no implica en sí misma que las Partes hayan 

delegado al Secretario General la facultad de dar su consentimiento en su lugar a la jurisdicción de la Corte 

Internacional de Justicia. 

 

13. Por último, la Corte debería haber estado aún más atenta en el examen de su jurisdicción y en la 

interpretación del Acuerdo de Ginebra, ya que se trata de una controversia con un alto impacto político y 

emocional, relativa a la validez del Laudo Arbitral de 3 de octubre de 1899 relativo a la frontera entre 

Venezuela y Guyana, desde una época en la que éste todavía era una colonia del Reino Unido. En mi 

opinión, sólo mediante una interpretación rigurosa del consentimiento de las Partes a su jurisdicción, la 

Corte mejorará su propia credibilidad y la confianza de la que goza entre los Estados Partes en el Estatuto. 

 

 

       
 (Firmado)     Mohamed BENNOUNA. 


